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REVISIÓN DE GABINETE. CUANDO ABARQUE CONTRIBUCIONES O APROVECHAMIENTOS Y 
PERIODOS REVISADOS A LA MISMA PERSONA, DEBE CUMPLIR LAS FORMALIDADES 
ESTABLECIDAS AL RESPECTO EN EL ARTÍCULO 53-C DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 

  

El artículo 46, último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 
2013, establecía como limitante a la autoridad fiscal, que una vez concluida la visita domiciliaria, para 
iniciar otra a la misma persona, tratándose de las mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos, 



sólo podría efectuarse cuando se comprobaran hechos diferentes a los ya revisados. Al respecto, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 134/2013 (10a.), 
de título y subtítulo: "REVISIÓN DE GABINETE. AL NO SERLE APLICABLE LA LIMITANTE PREVISTA 
EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, TAMPOCO 
LO ES LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 157/2011 (9a.) [*].", estableció que dicha limitante sólo resultaba 
aplicable a las visitas domiciliarias. Sin embargo, el legislador, en el decreto de reformas al citado 
ordenamiento, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013 (vigente a partir 
de 2014), la incluyó también para revisiones de gabinete y electrónicas. En ese contexto, la revisión de 
gabinete que abarque contribuciones o aprovechamientos y periodos revisados a la misma persona, por 
ejemplo: en una orden de visita declarada nula por incompetencia material de su emisor, debe cumplir las 
formalidades establecidas al respecto en el artículo 53-C del código invocado, el cual prevé que tratándose 
de las facultades de comprobación previstas en las fracciones II, III y IX del diverso 42, la autoridad, 
siempre que compruebe "hechos diferentes", podrá volver a revisar los mismos rubros o conceptos 
específicos de una contribución o aprovechamiento por el mismo periodo y, en su caso, determinar los 
créditos que deriven de esos hechos. De lo contrario, esa actuación violaría el derecho humano a la 
seguridad jurídica, reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; habida cuenta que, en el supuesto señalado, la nulidad de la visita domiciliaria que anteceda, 
derivada de la indebida fundamentación de la competencia material de su emisor, debe considerarse 
concluida, al no ser jurídicamente posible que la misma autoridad reponga el procedimiento de 
fiscalización, y porque la infracción a la inviolabilidad del domicilio no desapareció con la nulidad. 

  

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

  



Amparo en revisión 183/2016. Administración Desconcentrada Jurídica de la actual Ciudad de México "4", 
de la Administración General del Servicio de Administración Tributaria, órgano desconcentrado de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en representación del Administrador Desconcentrado de 
Auditoría Fiscal de la Ciudad de México "4", unidad administrativa del Servicio de Administración 
Tributaria. 12 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yánez. Secretario: Abel 
Méndez Corona. 

  

Amparo en revisión 155/2016. Excelente Oficina y Servicio, S.A. de C.V. 26 de enero de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Carlos Amado Yánez. Secretario: Raymundo Meneses Tepepa. 

  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 134/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 2, septiembre de 2013, página 1590. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 

  

  

  

  



Época: Décima Época  

Registro: 2014228  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a. LXII/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA LAS DISPOSICIONES QUE PREVÉN CONSECUENCIAS JURÍDICAS POR EL 
INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE PRESENTARLAS, EN TANTO NO INTEGRAN UN SISTEMA NORMATIVO 
CON EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2016. 

  

En el juicio de amparo pueden reclamarse normas que guarden una estrecha relación entre sí, aun cuando el quejoso sólo 
demuestre el acto de aplicación de una de ellas o se ubique en el supuesto jurídico de una sola, siempre que en su conjunto 
formen una verdadera unidad normativa. Ahora bien, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, constriñe a los sujetos 
obligados a presentar las declaraciones aludidas (maestra, local y país por país); por su parte, los diversos artículos 32-D, 



fracción IV, 81, fracción XL y 82, fracción XXXVII, del Código Fiscal de la Federación, 59, fracción IV, de la Ley Aduanera, 
así como las reglas 2.1.30 de la Resolución Miscelánea Fiscal y 1.3.3 de las Reglas Generales de Comercio Exterior, ambas 
para 2016, publicadas en el indicado medio de difusión oficial el 23 de diciembre de 2015 y el 27 de enero de 2016, 
respectivamente, únicamente prevén -en términos generales- las consecuencias jurídicas que se producen por el 
incumplimiento de obligaciones fiscales, particularmente, las que atañen a la entrega de la información respectiva a través 
de las citadas declaraciones. De lo anterior deriva que el referido artículo 76-A, al establecer una obligación formal 
independiente que no tiene como consecuencia inmediata o inminente la actualización de los supuestos contenidos en las 
demás disposiciones mencionadas, no integra junto con éstas un sistema normativo, pues no existe entre uno y otras una 
relación directa o indisociable. En esas condiciones, respecto de las normas aludidas, con excepción del citado artículo 76-
A, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en razón de que, al 
no conformar una verdadera unidad junto con aquél, el quejoso carece de interés jurídico para reclamarlas como si se 
tratara de un sistema normativo, máxime si no demuestra la existencia de un acto concreto de aplicación de dichas normas 
en su perjuicio. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.  



  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA EL ACUERDO MULTILATERAL ENTRE AUTORIDADES COMPETENTES SOBRE EL 



INTERCAMBIO DE REPORTES PAÍS POR PAÍS, EN TANTO NO CONTIENE SUPUESTOS NORMATIVOS 
APLICABLES DIRECTAMENTE A LOS CONTRIBUYENTES. 

  

El acuerdo referido (Multilateral Competent Authority Agreement on the Exchange of Country by Country Reports, en su 
locución en inglés), tiene como objetivo establecer las bases y los procedimientos para aumentar la transparencia de la 
información fiscal entre los Estados firmantes (incluido México), así como mejorar el acceso de sus respectivas autoridades 
hacendarias a la información relativa a la distribución mundial de las rentas, los impuestos pagados y ciertos indicadores 
sobre los grupos de empresas multinacionales, cuyas actividades se proyectan en diversas jurisdicciones. Asimismo, dicho 
acuerdo señala que la autoridad competente de cada Estado parte, se compromete a intercambiar anualmente y de forma 
automática, la información relacionada con dichos grupos de empresas, a fin de evaluar riesgos de alto nivel en materia de 
precios de transferencia y otros riesgos relacionados con la erosión de la base gravable y el traslado de utilidades, además 
de establecer qué información materia de intercambio estará sujeta a las normas de confidencialidad y a otras medidas de 
protección previstas en la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (Estrasburgo, 
25 de enero de 1988). De lo anterior se observa que el acuerdo señalado es un instrumento en el cual los Estados firmantes 
plasmaron diversos compromisos para el intercambio de información respecto de grupos de empresas que desarrollan su 
actividad económica en diversas jurisdicciones, de manera que los sujetos vinculados a su cumplimiento no son 
directamente los contribuyentes, sino exclusivamente los Estados signatarios, así como las autoridades competentes 
correspondientes. Por consiguiente, respecto del acuerdo multilateral mencionado se actualiza la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 77 y 78, todos de la Ley de Amparo, ya que no podrían 
concretarse los efectos de un eventual amparo concedido en su contra, en la medida en que no es posible inaplicar una 
norma general que no tiene como destinatario inmediato al contribuyente quejoso, tomando en cuenta que la sentencia 
protectora no podría liberar al Estado mexicano o a las autoridades competentes -quienes no tienen el carácter de quejosos- 
de las obligaciones que les impone el referido instrumento internacional, pues un efecto expansivo como ése sería contrario 
al principio de relatividad de las sentencias de amparo. 

  

SEGUNDA SALA 



  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.  

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD JURÍDICA. 

  

Si se toman en cuenta los conceptos legales de "partes relacionadas", "establecimiento permanente" y "control sobre una 
empresa" (artículos 26, fracción X, del Código Fiscal de la Federación, 28, fracción XXXI, y 179 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta), así como los principios de "plena competencia" y "gestión empresarial prudente" (Directrices de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, aplicables en materia de precios de transferencia a 
empresas multinacionales y administraciones tributarias), se observa que la información exigida en las declaraciones 
informativas de partes relacionadas (maestra, local y país por país), tiene el propósito de transparentar las operaciones de 
los grupos multinacionales ante la autoridad hacendaria, a efecto de que ésta pueda detectar o descartar la presencia de 
una conducta elusiva o evasiva en materia fiscal y, en su caso, evaluar en qué casos ejercerá sus facultades de 
comprobación, tomando en consideración que los sujetos obligados cuentan con la información perteneciente a otra 
empresa del grupo, en tanto participan en cierta medida en su administración, control o capital, y que la conservación de la 
documentación respectiva es necesaria para adoptar decisiones en torno a las operaciones que se celebran, así como para 
demostrar que los precios o contraprestaciones pactados entre partes relacionadas, se llevan a cabo conforme a la 
normatividad aplicable. En esas condiciones, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, al obligar a presentar las declaraciones 
de referencia, no viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad jurídica, porque en tanto la información exigida al 



contribuyente a través de aquéllas está estrechamente vinculada con la que debe tomar en cuenta al momento de celebrar 
operaciones con empresas del grupo, ello implica que su obtención no amerita costos y cargas desproporcionadas, ni 
requiere de una búsqueda exhaustiva que haga imposible el cumplimiento de la obligación señalada. Además, no se 
sobrepasan los estándares de razonabilidad, porque la información que deben contener las referidas declaraciones se 
relaciona con la atribución de la autoridad fiscal de verificar que las contraprestaciones pactadas entre partes relacionadas 
se lleven a cabo conforme al principio de plena competencia, lo que le permitirá identificar posibles riesgos de elusión o 
evasión fiscal en materia de precios de transferencia. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 



Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Tesis: 2a. LXVII/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE TERRITORIALIDAD 
DE LAS LEYES. 

  

El precepto citado atiende a las características y estructura de los grupos empresariales que funcionan bajo un control 
común, por lo cual, toma en consideración que las operaciones realizadas al interior de aquéllos, constituyen el reflejo de 
la actividad comercial propia del contribuyente obligado. En ese sentido, en tanto la norma exige entregar información que 
involucra la estructura, actividades o situación financiera y fiscal de terceros no residentes en México o sin establecimiento 
permanente en el país, no implica que se extienda a un ámbito espacial de validez ajeno al territorio nacional, pues no debe 
perderse de vista que las personas morales sujetas a la ley nacional, se ven incididas por la situación jurídica de aquéllos 
o por las operaciones y actividades que tienen en común, lo cual hace que los efectos y consecuencias respectivos pasen 
a formar parte, en alguna medida o grado, de su propia esfera jurídica. Por consiguiente, el artículo 76-A de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre 
de 2015, al prever la obligación formal de presentar las declaraciones informativas de partes relacionadas (maestra, local 
y país por país), no viola el principio de territorialidad de las leyes inmerso en el artículo 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (derecho a la legalidad), porque sólo obliga a las personas morales residentes en territorio 
nacional o con establecimiento permanente en México que se ubican en esa peculiar situación debido a su pertenencia a 
un grupo empresarial multinacional, sin vincular a quienes se encuentran fuera de la jurisdicción del Estado mexicano, ni 
provocar efecto extraterritorial alguno. 

  

SEGUNDA SALA 

  



Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA 
INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. 

  

A través de la obligación aludida se provee a las autoridades fiscales de información vinculada con las operaciones 
realizadas entre partes relacionadas en materia de precios de transferencia, a efecto de identificar conductas que pudieran 
implicar un riesgo de elusión o evasión fiscal, mejorar el intercambio de información con autoridades de esa misma 



naturaleza a nivel internacional y efectuar análisis económicos y estadísticos, sin que ello implique verificar el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias relacionadas con el pago de contribuciones; en ese sentido, no implica el ejercicio de 
facultades de comprobación por parte de la autoridad hacendaria, porque si bien exige la entrega de la información 
respectiva para alcanzar los propósitos señalados, no tiende a desarrollar un procedimiento de investigación en torno a la 
situación fiscal del contribuyente, dentro del cual pudiera emanar algún acto o resolución que debiera notificársele conforme 
a la ley. En consecuencia, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, no transgrede el derecho a la inviolabilidad del domicilio 
reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no permite a la autoridad 
fiscal irrumpir en el ámbito espacial en el que se desarrolla la vida privada de las personas. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. A LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO LE SON 
APLICABLES LAS REGLAS Y PRINCIPIOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 

  



Para aplicar las reglas y principios del derecho penal al derecho administrativo, debe existir identidad en la naturaleza de 
las normas de una y otra materias, de manera que ambas deben imponer una consecuencia frente a una conducta 
antijurídica. Concretamente, la norma administrativa de que se trate debe formar parte del régimen de infracciones 
administrativas, para que le sean aplicables las reglas y principios del derecho administrativo sancionador, el cual es 
consecuencia de la potestad punitiva del Estado, entendida como la facultad que éste tiene de imponer penas y medidas 
de seguridad ante la comisión de ilícitos. En ese contexto, al artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, no le son aplicables esas 
reglas y principios, como el de presunción de inocencia y de no autoincriminación, porque sólo prevé una obligación formal 
consistente en presentar las declaraciones informativas de partes relacionadas denominadas maestra, local y país por país, 
sin constituir una medida que suponga una sanción, pues no forma parte del régimen de infracciones administrativas. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  



Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014222  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. LX/2017 (10a.)  

  

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN 
II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUEDARÁN SIN EFECTOS CUANDO LO 
ORDENE UNA RESOLUCIÓN JUDICIAL O ADMINISTRATIVA, NO VULNERA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE 
TRABAJO. 



  

El citado precepto, al prever que los certificados emitidos por el Servicio de Administración Tributaria quedarán sin efectos 
cuando lo ordene una resolución judicial o administrativa, no vulnera el derecho a la libertad de trabajo reconocido por el 
artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque dicha determinación no constituye un acto 
arbitrario, sino que implica el cumplimiento a una orden judicial o administrativa, motivo por el cual, se actualiza la excepción 
constitucional que autoriza limitar, mediante resolución gubernativa, la libertad de trabajo. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

  

  



Época: Décima Época  

Registro: 2014221  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. LXI/2017 (10a.)  

  

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN 
II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUEDARÁN SIN EFECTOS CUANDO LO 
ORDENE UNA RESOLUCIÓN JUDICIAL O ADMINISTRATIVA, NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA 
PREVIA. 

  

El citado precepto, al prever que los certificados emitidos por el Servicio de Administración Tributaria quedarán sin efectos 
cuando lo ordene una resolución judicial o administrativa, no se rige por el derecho de audiencia previa reconocido por el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no suprime en forma arbitraria el derecho de 
los gobernados a contar con el certificado de sellos o firmas digitales, siendo que la determinación de dejarlos sin efectos 
es un acto de molestia que está sujeto al cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 16 constitucional, además 



de ser la consecuencia lógica y necesaria de la orden dictada en una resolución emitida en un procedimiento judicial o 
administrativo en el que, en todo caso, debe respetarse el derecho de defensa. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014216  

Instancia: Segunda Sala  



Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 51/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. LAS AUTORIDADES FISCALES Y SU PERSONAL 
DEBEN MANTENER EN RESGUARDO Y CONFIDENCIALIDAD LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2016. 

  

El artículo 69 del Código Fiscal de la Federación impone al personal oficial que intervenga en los diversos trámites relativos 
a la aplicación de las disposiciones tributarias, la obligación de guardar absoluta reserva en lo concerniente a las 
declaraciones y datos suministrados por los contribuyentes o por terceros con ellos relacionados. Asimismo, detalla que la 
referida reserva no comprenderá -entre otros supuestos- los casos que señalen las leyes fiscales y aquellos en que deban 
suministrarse datos a los funcionarios encargados de la administración y de la defensa de los intereses fiscales federales, 
y precisa que mediante tratado internacional en vigor del que México sea parte, el cual contenga disposiciones de 
intercambio recíproco de información, ésta podrá suministrarse a las autoridades fiscales extranjeras, siendo que dicha 
información únicamente podrá utilizarse para fines distintos a los fiscales cuando así lo establezca el propio tratado y las 
autoridades fiscales lo autoricen. Ahora bien, esas excepciones no contradicen la confidencialidad que debe tenerse con la 
información proporcionada a través de las declaraciones informativas de partes relacionadas a que se refiere el artículo 76-
A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 
de noviembre de 2015, ya que, por el contrario, robustecen la finalidad toral de su creación y de las razones por las que el 



Gobierno Mexicano firmó el inicio de su participación ante la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) y los diversos instrumentos jurídicos derivados de esa incorporación. Al respecto, dicha organización internacional 
ha implementado instrumentos para el intercambio de información entre las autoridades tributarias de las diferentes 
jurisdicciones con la finalidad de evitar la evasión y elusión de impuestos, como es el caso del Acuerdo sobre Intercambio 
de Información en Materia Tributaria, a través del cual persigue ese objetivo, pero también especifica que cualquier 
información recibida por un Estado contratante deberá tratarse como confidencial, y sólo podrá comunicarse a personas o 
autoridades (incluidos tribunales y órganos administrativos), encargados de la gestión, determinación, liquidación, 
recaudación y administración de los impuestos objeto de dicho acuerdo. En ese contexto, de conformidad con instrumentos 
internacionales como el aludido y la legislación interna del Estado mexicano, es patente la obligación a cargo de las 
autoridades fiscales y de su personal, en su respectivo ámbito competencial, de mantener en resguardo y confidencialidad 
la información proporcionada con motivo del cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 76-A aludido. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  



Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  

Tesis de jurisprudencia 51/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del tres de 
mayo de dos mil diecisiete. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  



  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014215  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 46/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, ATIENDE A 
LOS COMPROMISOS INTERNACIONALES ASUMIDOS POR EL ESTADO MEXICANO. 

  



La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) -a la cual México se adhirió el 18 de mayo de 
1994-, tiene como misión promover políticas para mejorar el bienestar económico y social de las personas alrededor del 
mundo, por lo que se ha interesado en la cooperación y asistencia mutua. Por ello, sus Estados miembros celebraron con 
los del Consejo de Europa, la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (Estrasburgo, 
25 de enero de 1988), con la finalidad, entre otros aspectos, de mejorar la obtención y el intercambio de información bajo 
altos estándares de confidencialidad y protección de datos personales, ante la necesidad de dotar a las administraciones 
tributarias de medios adecuados para verificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias. Asimismo, la OCDE y los 
países miembros del G20 (principal foro de coordinación de políticas macroeconómicas entre las 20 economías más 
importantes del mundo, que incluye las perspectivas tanto de países desarrollados, como de economías emergentes como 
la mexicana), decidieron aplicar el Plan de Acción contra la Erosión de la Base Gravable y el Traslado de Beneficios (o Plan 
de Acción BEPS por sus siglas en inglés -Base Erotion and Profit Shifting-), cuyo objetivo es asegurar que los grupos 
empresariales tributen en el lugar en que se realizan las actividades económicas que les producen beneficios y en donde 
se genera el ingreso respectivo. La acción 13 de dicho Plan prevé una serie de recomendaciones y modelos estandarizados 
en materia de precios de transferencia (archivo maestro, archivo local e informe país por país), a fin de aumentar y fortalecer 
la transparencia ante las administraciones tributarias, de modo que puedan desarrollar una evaluación de riesgos eficiente 
y robusta que permita enfrentar de manera eficaz la erosión de la base gravable y el traslado de utilidades a otras 
jurisdicciones de baja o nula imposición. De lo anterior se advierte que el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, en el cual 
se establece la obligación de proporcionar a las autoridades fiscales las declaraciones anuales informativas de partes 
relacionadas (maestra, local y país por país), responde -entre otras razones- al compromiso de México como miembro de 
la OCDE e integrante del G20, de participar y poner en práctica en su legislación interna los acuerdos alcanzados a nivel 
internacional, a efecto de identificar prácticas y estrategias fiscales de empresas multinacionales, permitiendo que la 
autoridad hacendaria actúe, de ser el caso, anticipadamente a actos de elusión y evasión fiscal. 

  

SEGUNDA SALA 

  



Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 



Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  

Tesis de jurisprudencia 46/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del tres de 
mayo de dos mil diecisiete.  

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014214  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  



Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 50/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A, ÚLTIMO PÁRRAFO 
(PRIMERA PARTE), DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, 
AL PREVER UNA CLÁUSULA HABILITANTE NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 

  

La porción normativa citada dispone que el Servicio de Administración Tributaria establecerá reglas de carácter general 
para la presentación de las declaraciones referidas en las fracciones I, II y III del propio precepto, a través de las cuales 
podrá solicitar información adicional. Ahora bien, de la lectura integral del artículo citado, se advierte que la referida 
información (adicional), debe estar relacionada con las operaciones que el contribuyente obligado efectúe con sus partes 
relacionadas, la cual debe estar vinculada con la información que se detalla para cada una de las declaraciones a que se 
refieren las citadas fracciones, esto es, con las declaraciones informativas de partes relacionadas denominadas maestra, 
local y país por país, en materia de precios de transferencia. Ello se corrobora con la exposición de motivos de la iniciativa 
de ley que dio lugar al precepto en estudio, en la cual se señaló que los países integrantes de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y los miembros del G20, incluido México, han acordado implementar 
nuevos estándares relativos a la documentación e información solicitada en materia de precios de transferencia, a fin de 
aumentar la transparencia para las administraciones tributarias, de modo que puedan desarrollar una evaluación de riesgos 
tributarios eficiente y robusta, que permita enfrentar de manera eficaz la erosión de la base gravable a través del traslado 
de utilidades. De lo anterior se sigue que el artículo 76-A, último párrafo (primera parte), de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, al prever 
la cláusula habilitante de referencia, no viola los principios de legalidad y seguridad jurídica, porque establece una base 
mínima a partir de la cual la autoridad administrativa deberá regular la materia a desarrollar en torno a la información 
adicional que podrá solicitar en lo referente a las declaraciones informativas de partes relacionadas. 

  



SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  



Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Tesis de jurisprudencia 50/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del tres de 
mayo de dos mil diecisiete. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014213  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  



Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 48/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, PREVÉ UNA OBLIGACIÓN DE NATURALEZA 
FORMAL, QUE NO CONSTITUYE UN ACTO DE MOLESTIA NI ENTRAÑA EL EJERCICIO DE FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN. 

  

El precepto citado establece que los contribuyentes señalados en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV, del Código Fiscal 
de la Federación que celebren operaciones con partes relacionadas, deberán proporcionar a las autoridades fiscales, a 
más tardar el 31 de diciembre del año inmediato posterior al ejercicio fiscal de que se trate, las declaraciones anuales 
informativas de partes relacionadas denominadas maestra, local y país por país, en las que se deberá contener la 
información que en cada caso se especifica. Ahora bien, a través de la obligación aludida se provee a las autoridades 
fiscales de información vinculada con las operaciones realizadas entre partes relacionadas en materia de precios de 
transferencia, a efecto de identificar conductas que pudieran implicar un riesgo de elusión o evasión fiscal, mejorar el 
intercambio de información con autoridades de esa misma naturaleza a nivel internacional y efectuar análisis económicos 
y estadísticos, sin que ello implique verificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias relacionadas con el pago de 
contribuciones. Conforme a lo anterior, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015 contiene una obligación: a) De carácter formal, 
en tanto no trasciende al núcleo de la obligación sustantiva de pago del impuesto sobre la renta, pues sólo conmina a los 
sujetos obligados a entregar la información respectiva mediante la presentación de las declaraciones aludidas; b) Que no 
constituye un acto de molestia, porque no restringe provisional ni precautoriamente derecho alguno de los contribuyentes; 
y c) Que no entraña el ejercicio de facultades de comprobación por parte de la autoridad hacendaria, porque si bien exige 
la entrega de determinada información para alcanzar los propósitos mencionados, no tiende a desarrollar un procedimiento 



de investigación en torno a la situación fiscal del contribuyente, dentro del cual pudiera emanar algún acto o resolución que 
debiera notificársele conforme a la ley. En consecuencia, para la presentación de las declaraciones informativas de 
referencia, es innecesario que el citado artículo 76-A prevea la existencia de un mandamiento previo, expedido por la 
autoridad competente que funde y motive la causa legal de procedimiento, ya que a la obligación formal que establece no 
le son aplicables esos requisitos contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 



  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  

Tesis de jurisprudencia 48/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del tres de 
mayo de dos mil diecisiete. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

  



Época: Décima Época  

Registro: 2014212  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 49/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, POR SÍ MISMO NO DA LUGAR A UN ACTUAR 
ARBITRARIO DE LA AUTORIDAD HACENDARIA. 

  

Los contribuyentes obligados y la autoridad fiscal deben observar lo que el precepto citado dispone, en tanto aquéllos deben 
proporcionar a ésta la información correspondiente en las declaraciones maestra, local y país por país, según se trate, en 
torno a las operaciones que efectúen con sus partes relacionadas, mientras dicha autoridad tiene el deber de recibir esa 
información o de recabar la adicional (de ser el caso), conforme a los parámetros establecidos en el propio dispositivo. En 
ese sentido, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, por sí mismo, no da lugar a la emisión de actos arbitrarios y, por ende, 
no viola el derecho a la seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 



Unidos Mexicanos, porque constriñe a la autoridad hacendaria a actuar dentro de los límites fijados para la presentación 
de las declaraciones informativas de partes relacionadas, esto es, en lo que respecta a la información vinculada con las 
referidas operaciones realizadas por los contribuyentes obligados. Ahora, en caso de que se descubran irregularidades en 
el cumplimiento de la obligación fiscal sustantiva con motivo de la información proporcionada a través de las declaraciones 
aludidas, tampoco quedará margen a la actuación arbitraria de la autoridad mencionada, porque además de que la revisión 
de la información no constituye un acto de molestia para el contribuyente, en caso de que aquélla decida ejercer en un 
momento posterior sus facultades de comprobación, deberá hacerlo conforme a lo previsto, entre otros, en los artículos 38, 
42, 46 y 53-B del Código Fiscal de la Federación. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 



Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

  

Tesis de jurisprudencia 49/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del tres de 
mayo de dos mil diecisiete. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  



Época: Décima Época  

Registro: 2014211  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 47/2017 (10a.)  

  

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA. 

  

El precepto citado establece que los contribuyentes señalados en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV, del Código Fiscal 
de la Federación, que celebren operaciones con partes relacionadas, en adición a lo previsto en el artículo 76, fracciones 
IX y XII, y en relación con el artículo 179, primer y último párrafos, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, deberán 
proporcionar a las autoridades fiscales a más tardar el 31 de diciembre del año inmediato posterior al ejercicio fiscal de que 
se trate, las declaraciones anuales informativas de partes relacionadas denominadas maestra, local y país por país, en las 
que se deberá contener información referente a la estructura organizacional, actividades u operaciones con partes 
relacionadas, información financiera del contribuyente obligado y de las operaciones o empresas utilizadas como 



comparables en sus análisis, así como diversos datos atinentes al grupo empresarial multinacional en torno a las actividades 
que lleve a cabo en las jurisdicciones fiscales en las cuales opere, según corresponda. Por su parte, el artículo 76, 
fracciones IX y XII, de dicha ley establece la obligación para las personas morales que lleven a cabo operaciones con partes 
relacionadas, de obtener y conservar la documentación con la que se demuestre, en términos generales, que el monto de 
sus ingresos y deducciones se llevaron a cabo conforme a precios o contraprestaciones que hubieran utilizado partes 
independientes en operaciones comparables aplicando, en su caso, los métodos a que se refiere el artículo 180 del mismo 
ordenamiento; en tanto que el artículo 179, primer y último párrafos, de dicha ley, obliga a las personas morales que 
celebren operaciones con partes relacionadas residentes en el extranjero, a determinar sus ingresos y deducciones 
considerando precios y contraprestaciones que hubieran utilizado partes independientes en operaciones comparables, 
debiendo atender -para efectos de interpretación- las Guías sobre Precios de Transferencia para las Empresas 
Multinacionales y las Administraciones Fiscales aprobadas por el Consejo de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), o aquellas que las sustituyan, en tanto sean congruentes con esa ley y con los tratados 
internacionales celebrados por el Estado mexicano. De lo anterior se observa que el artículo 76-A de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, 
interpretado de manera relacionada con los diversos 76, fracciones IX y XII, y 179, primer y último párrafos, de dicha ley, 
no viola el derecho a la seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque establece con detalle y claridad lo que deben contener las declaraciones aludidas en materia 
de precios de transferencia, sin exigir datos o documentación de imposible obtención para el sujeto obligado, pues sólo 
requiere la información ligada al cumplimiento de otras obligaciones establecidas para personas morales que celebren 
operaciones con partes relacionadas, esto es, en torno a la vinculación existente entre las empresas de un grupo y a las 
operaciones que entre sí llevan a cabo, de manera que no existe duda en torno a la información que debe suministrarse a 
las autoridades tributarias. 

  

SEGUNDA SALA 

  

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 



Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

  

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

  

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

  

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 



  

Tesis de jurisprudencia 47/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del tres de 
mayo de dos mil diecisiete.  

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014207  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  



Materia(s): (Común)  

Tesis: P. IV/2017 (10a.)  

  

VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS PLANTEADOS EN UN RECURSO DE REVISIÓN EN 
AMPARO DIRECTO, ENCAMINADOS A QUE UN PRODUCTO SE CONSIDERE COMO ALIMENTO PARA EFECTOS 
DEL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO. 

  

Los agravios que no se dirigen a cuestionar la constitucionalidad de una norma general ni a desentrañar el alcance de un 
precepto constitucional, deben calificarse como inoperantes, ya que conforme al artículo 107, fracción IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el recurso de revisión en amparo directo procede de manera excepcional y con 
el objetivo de analizar únicamente cuestiones de constitucionalidad que subsistan, siempre que fijen un criterio de 
importancia y trascendencia. En esa virtud, si el recurrente en un agravio cuestiona genéricamente la constitucionalidad del 
artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, pero sus argumentos se encaminan a que 
cierto producto se considere como alimento para privilegiarse con la tasa de 0% prevista en dicho artículo, en realidad 
constituye un agravio de mera legalidad encubierto con un problema constitucional, y su inoperancia deriva de que no se 
cuestiona la constitucionalidad de la norma, sino la actualización del supuesto normativo, lo que es un tema de mera 
legalidad. 

  

PLENO 

  

Amparo directo en revisión 1537/2014. Zone Diet México, S.A. de C.V. 17 de octubre de 2016. Mayoría de ocho votos de 
los Ministros José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 



Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar 
Morales; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Ron Snipeliski Nischli y José Omar Hernández Salgado. 

  

El Tribunal Pleno, el veinte de abril en curso, aprobó, con el número IV/2017 (10a.), la tesis aislada que antecede. Ciudad 
de México, a veinte de abril de dos mil diecisiete. 

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014206  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Administrativa)  



Tesis: P. V/2017 (10a.)  

  

SUPLEMENTOS ALIMENTICIOS. NO SON ALIMENTOS PARA EFECTOS DEL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO 
B), DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

  

El artículo referido establece que el impuesto al valor agregado se calculará aplicando la tasa del 0% tratándose de la 
enajenación de productos destinados a la alimentación, con las excepciones que prevé; ahora bien, de los antecedentes 
legislativos se advierte que la distinción que contiene obedece a la finalidad de coadyuvar con el sistema alimentario 
mexicano y reducir el impacto de los precios entre el gran público consumidor y, de esta manera, proteger a los sectores 
sociales menos favorecidos. En atención a lo anterior, los suplementos alimenticios no pueden considerarse como 
alimentos para efectos del artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, pues no son de 
consumo generalizado entre el gran público consumidor y, por tanto, están gravados con la tasa general del 16% del 
impuesto al valor agregado. 

  

PLENO 

  

Amparo directo en revisión 1537/2014. Zone Diet México, S.A. de C.V. 17 de octubre de 2016. Mayoría de ocho votos de 
los Ministros José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar 
Morales; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Ron Snipeliski Nischli y José Omar Hernández Salgado. 

  



El Tribunal Pleno, el veinte de abril en curso, aprobó, con el número V/2017 (10a.), la tesis aislada que antecede. Ciudad 
de México, a veinte de abril de dos mil diecisiete.  

  

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

  

  

Época: Décima Época  

Registro: 2014202  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de mayo de 2017 10:17 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: P./J. 12/2017 (10a.)  

  



RENTA. EL COEFICIENTE DE UTILIDAD ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, ES INAPLICABLE AL INGRESO DETERMINADO 
PRESUNTIVAMENTE CONFORME AL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

  

La institución jurídica de la presunción consiste en la posibilidad de presumir, sospechar, conjeturar o juzgar un hecho 
desconocido a partir de otro conocido; en materia fiscal, las presunciones y procedimientos de cálculo previstas en el Código 
Fiscal de la Federación, en sus artículos 54 a 57 y 59 a 62, son herramientas que permiten a la autoridad fiscal realizar el 
ejercicio de sus facultades de comprobación ante diversos hechos o circunstancias que pudieran obstaculizar o interrumpir 
su función de fiscalización, con las cuales puede presumir los ingresos, valores de actos, actividades o activos e, incluso, 
contribuciones no retenidas, utilizando mecanismos que permiten "estimar" o "reconstruir" operaciones o identificar datos 
ciertos que sea posible indagar o allegarse. Ahora bien, la presunción contenida en el artículo 59, fracción III, del código 
citado permite presumir que un dato cierto -un depósito bancario- es un ingreso o valor de acto, actividades o activos; así, 
tratándose, por ejemplo, de la comprobación del cumplimiento de obligaciones en materia del impuesto sobre la renta, el 
depósito bancario indicado se presume como ingreso; lo cual significa que dicho monto constituye una cantidad que debe 
integrar la base del impuesto. En ese sentido, como el ingreso presunto no es un impuesto por pagar, sino un elemento 
para cuantificar la base del impuesto, las autoridades deben, consecuentemente, aplicar la mecánica general de 
determinación del impuesto que el propio sistema del tributo dispone, con el fin de conocer la cantidad debida. De ese 
modo, el coeficiente de utilidad previsto por el artículo 90 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2013 es inaplicable, ya que se refiere al caso en que no se cuenta con los datos necesarios para determinar 
el monto de la utilidad fiscal y, por tanto, el del tributo a pagar, lo que obliga a realizar estimaciones, reconstrucciones y/o 
a aplicar factores para lograr aproximarse a las cuantías respectivas; por ello, la relación entre los artículos 59, fracción III, 
y 90 aludidos no es complementaria, sino excluyente. 

  

PLENO 

  



Contradicción de tesis 237/2014. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 25 de abril de 2016. Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón 
Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Norma Lucía Piña Hernández, 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo. 

  

Tesis y/o criterios contendientes: 

  

Tesis 2a./J. 59/2014 (10a.), de título y subtítulo: "RENTA. EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE 
LA UTILIDAD FISCAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, ES INCOMPATIBLE 
CON LOS INGRESOS DERIVADOS DEL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2013).", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de julio de 2014 a las 8:25 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 8, Tomo I, julio de 2014, página 392, y 

  

El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 
860/2011. 

  

El Tribunal Pleno, el nueve de mayo en curso, aprobó, con el número 12/2017 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. 
Ciudad de México, a nueve de mayo de dos mil diecisiete. 

  



Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

  

  
 

 

 


